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Comunicados SCJN
No. 100/2024
Ciudad de México, a 03 de abril de 2024

LA DISPOSICIÓN QUE PERMITE GARANTIZAR 
CRÉDITOS FISCALES CON TÍTULOS VALOR, SÓLO 
CUANDO POR OTROS MEDIOS AUTORIZADOS 
POR LA LEY NO SEA POSIBLE HACERLO, ES 
CONSTITUCIONAL: PRIMERA SALA.

• La forma de garantía prevista en la fracción VI del 
artículo 141 del Código Fiscal de la Federación, 
cumple con el principio de razonabilidad legislativa.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación reconoció la constitucionalidad del 
artículo 141, fracción VI del Código Fiscal de la 
Federación, conforme al cual, los contribuyentes 
podrán garantizar el interés fiscal con títulos valor o 
cartera de crédito sólo en caso de que se demuestre 
la imposibilidad de garantizar la totalidad del crédito 
mediante las otras formas previstas por el mismo 
numeral, como el depósito en dinero, carta de 
crédito y otras formas de garantía financiera; prenda 
o hipoteca; fianza; obligación solidaria asumida por 
tercero que compruebe su idoneidad y solvencia; o 
embargo en la vía administrativa.

En su fallo, el Alto Tribunal precisó que la 
disposición referida no constituye una restricción a 
un derecho, sino una modalidad para cumplir con la 
obligación de garantizar el interés fiscal cuando el 
contribuyente pretende la suspensión de la 
ejecución de un crédito fiscal; en aras de asegurar 
su futuro cumplimiento si dicho crédito adquiere 
firmeza, derivado de la desestimación de los medios 
de impugnación intentados en su contra.

Asimismo, advirtió que el legislador, al establecer la 
disposición impugnada, tuvo la intención de otorgar 
a los contribuyentes otra manera de cumplir con su 
obligación de garantizar el interés fiscal a través de 
los títulos valor o cartera de créditos, pero estimó 
necesario que fuera una medida excepcional, por las 
cargas y complejidades que supondría para el 
Estado obtener el monto de lo adeudado a través de 
la garantía señalada.

En ese sentido, la Primera Sala deliberó que la
medida tiene una finalidad constitucionalmente
válida, sustentada en el artículo 31, fracción IV,
constitucional, del que se desprende que el sistema
tributario tiene como objetivo el recaudar los
ingresos que el Estado requiere para satisfacer las
necesidades básicas de la comunidad, de manera
que éste resulte justo, equitativo y proporcional, con
el propósito de procurar el crecimiento económico y
la más adecuada distribución del ingreso y la
riqueza, para el desarrollo óptimo de los derechos
tutelados por la Constitución.

Además, la Sala reconoció una racional
correspondencia entre la medida decretada y las
finalidades trazadas. Lo anterior, porque al
establecer un orden de prelación, es claro que se
tendrá que privilegiar el uso de otras formas o
medios de garantía que el legislador consideró de
mayor facilidad para obtener el monto del crédito
adeudado, mismo que, en su oportunidad, será
utilizado por el Estado para satisfacer necesidades
de carácter público.

Finalmente, el Máximo Tribunal estimó que la
medida analizada no es desproporcionada en
afectación a otros bienes constitucionales pues con
ésta no se está limitando derecho alguno, por el
contrario, se otorga al contribuyente otra forma de
cumplir con su obligación de garantizar el interés
fiscal.

Conforme a lo anterior, la Primera Sala concluyó
que la porción normativa impugnada es acorde al
principio de razonabilidad legislativa y, por ende, al
derecho de seguridad jurídica.

Amparo en revisión 846/2023. Ponente: Ministro
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Resuelto en sesión de
3 de abril de 2024, por unanimidad de cinco votos.



No. 098/2024
Ciudad de México, a 03 de abril de 2024

LA LIMITACIÓN DEL PLAZO PARA CANCELAR
COMPROBANTES FISCALES DIGITALES POR
INTERNET AL EJERCICIO EN QUE SE EXPIDAN ES
INCONSTITUCIONAL: PRIMERA SALA.

• La medida no es razonable ni congruente con las
disposiciones legales que regulan el cumplimiento de
obligaciones de determinación de impuestos, en
detrimento del principio de seguridad jurídica

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación resolvió un juicio de amparo indirecto
promovido por cuatro empresas en contra del
artículo 29-A, cuarto párrafo del Código Fiscal de la
Federación, publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 12 de noviembre de 2021, el cual
establece una limitación temporal para la
cancelación de comprobantes fiscales digitales por
Internet (CFDI), restringiendo el plazo para llevar a
cabo tal acción al del ejercicio fiscal en el que se
expidan y siempre que la persona a favor de quien se
emita acepte su cancelación.

Lo anterior, tras estimarlo contrario al principio de
seguridad jurídica, por supeditar la posibilidad de
cancelación de los CFDI, al mismo ejercicio en que
fueron expedidos, dejando de lado que existen casos
en los cuales esa temporalidad se torna arbitraria e
irrazonable. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio,
decisión que fue revocada por el Tribunal Colegiado,
quien remitió el asunto a la Suprema Corte.

En su fallo, la Primera Sala advirtió que, conforme al
sistema normativo de cumplimiento de obligaciones
fiscales y tributarias, la emisión de los CFDI cobra
relevancia hasta que las operaciones que amparan
devengan sus efectos fiscales, precisamente, al
presentar las declaraciones respectivas y liquidar las
contribuciones a cargo de las personas físicas y
morales, lo que no necesariamente ocurre dentro del
ejercicio fiscal en que se emiten.

Así, por ejemplo, en el caso del Impuesto Sobre la
Renta, llevado al extremo, puede ocurrir que se
efectúen operaciones comerciales los días treinta y
treinta y uno de diciembre. Sin embargo, conforme a
la redacción de la norma reclamada, no procederá la
cancelación correspondiente en caso de errores en
la emisión del CFDI si no se efectúa a la última hora
del último día del ejercicio, cuando la obligación de
darle efectos fiscales a ese gasto por concepto de
ingreso o deducción, según se trate, se genere ya
sea hasta el tercer mes del ejercicio siguiente
(personas morales) o hasta abril del año siguiente
(personas físicas).

Asimismo, la Sala consideró que la obligación
prevista en la norma impugnada pasa por alto el
dinamismo de las operaciones comerciales en la
realidad, en que pueden ocurrir no solamente errores
al momento de la emisión del CFDI, sino también
terminación anticipada o incumplimiento de
contratos, cancelación de servicios, entre otros.

Además, la propia disposición reclamada prevé más
condiciones para estar en aptitud de cancelar un
CFDI, lo que evidencia que, de hecho, la cancelación
correspondiente se lleva a cabo con mayor dilación,
por ejemplo, en tanto se recaba la autorización de la
persona en favor de quien se expidió el comprobante
fiscal digital.

Al respecto, el Alto Tribunal destacó que la norma
controvertida incluso establece que “Salvo que las
disposiciones fiscales prevean un plazo menor, los
comprobantes fiscales digitales por Internet sólo
podrán cancelarse en el ejercicio en el que se
expidan y siempre que la persona a favor de quien
se expidan acepte su cancelación”. Lo que pone de
relieve que se delega en favor de la autoridad
administrativa la posibilidad de regular que la
cancelación deba ocurrir en un plazo incluso menor
al ejercicio fiscal en que se lleva a cabo la operación
amparada por el CFDI, cuestión que tampoco guarda
congruencia con el sistema legal de acuerdo con lo
expuesto, por lo que se deja en un estado de
inseguridad jurídica a los contribuyentes.



De manera que, aun cuando el propósito de la
reforma fue facilitar el cumplimiento de las
obligaciones fiscales y su vigilancia, lo cierto es
que el término límite fijado por el legislador no
guarda congruencia con el sistema legal de
temporalidad en el cumplimiento de obligaciones
fiscales y tributarias. Máxime si se toma en cuenta
que incluso para el Impuesto Sobre la Renta existe
obligación de reportar las operaciones amparadas
por los CFDI hasta los meses de marzo o abril,
según se trate de personas físicas o morales.

A partir de estas razones, la Primera Sala concluyó
que el plazo previsto en la norma analizada para
que los contribuyentes cancelen los CFDI es
inconstitucional pues no resulta razonable ni
congruente con las disposiciones legales que
regulan el cumplimiento de obligaciones de
determinación de impuestos, en detrimento del
principio de seguridad jurídica. Por tal motivo,
concedió el amparo solicitado respecto de la
porción normativa reclamada, desincorporándola
de la esfera jurídica de las quejosas en lo relativo a
que “Salvo que las disposiciones fiscales prevean
un plazo menor, los comprobantes fiscales
digitales por Internet sólo podrán cancelarse en el
ejercicio en el que se expidan”.

Amparo en revisión 819/2023. Ponente: Ministro
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Resuelto
en sesión de 3 de abril de 2024, por mayoría de
cuatro votos.



No. 130/2024
Ciudad de México, a 18 de abril de 2024

LA PREVISIÓN DEL BENEFICIO DENOMINADO
“COMPENSACIÓN UNIVERSAL” ÚNICAMENTE PARA
CONTRIBUYENTES SUJETOS A FACULTADES DE
COMPROBACIÓN, ES CONSTITUCIONAL: PRIMERA SALA.

• La disposición normativa no transgrede los principios de
igualdad, seguridad y confianza legítima; así como el
derecho a la propiedad

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación reconoció la constitucionalidad del artículo 23 del
Código Fiscal de la Federación, en cuyo párrafo sexto se
prevé la llamada “compensación universal” conforme a la
cual, se permite a los contribuyentes sujetos a una visita
domiciliaria o a una revisión de gabinete, solicitar la
compensación de sus saldos a favor contra las
contribuciones omitidas, incluso si corresponden a
impuestos diferentes.

En su fallo, el Alto Tribunal determinó que el precepto
impugnado no incide en la obligación fiscal material porque
no regula elementos esenciales de alguna contribución, no
prevé una exención y, en términos generales, no regula
alguna cuestión que incida en la configuración de la
obligación fiscal, sino que se trata de una norma que regula
un mecanismo (compensación) para extinguir un adeudo.

En este sentido, la Sala reflexionó que la porción normativa
analizada no se encuentra dentro del ámbito de aplicación
del principio de equidad tributaria establecido en el artículo
31, fracción IV de la Constitución Federal, sino en el del
principio general de igualdad previsto en el artículo 1° del
mismo ordenamiento fundamental, de modo que su análisis
de regularidad constitucional debe realizarse a la luz de este
principio.

Al respecto, la Primera Sala deliberó que el párrafo
controvertido no contempla un trato diferente en función de
aspectos cualitativos o cuantitativos propios de los
contribuyentes, por ejemplo, debido al monto y tipo de sus
ingresos, el régimen fiscal en el que tributan, la actividad
económica que realizan, si son personas físicas o morales,
su residencia o domicilio fiscal, etcétera.

Por el contrario, la norma establece para todos los
contribuyentes tanto una limitante (compensación sólo
contra la misma contribución al momento de presentar sus
declaraciones) como un beneficio (compensación universal
en autocorrección si, eventualmente, se encuentran sujetos
al ejercicio de las facultades de comprobación y se les
observan cantidades pendientes de pago).

Así, no existe un trato diverso a distintos grupos o
categorías de contribuyentes, sino una restricción y una
potestad a favor de todos los contribuyentes, en distintos
momentos y bajo determinadas condiciones. Por lo tanto, el
texto normativo no transgrede el principio de igualdad.

Además, la Sala resolvió que el artículo 23, párrafo sexto, del
Código Fiscal de la Federación, no viola el derecho de
propiedad, porque no establece limitación alguna para
apropiarse o disponer de un bien, sino que regula la forma
de acceder a la compensación como una institución jurídica
que permite la extinción de una obligación fiscal, institución
que es optativa para los contribuyentes, ya que puede elegir
otros medios de extinción como es el pago, la prescripción,
la condonación y la cancelación, entre otros.

Finalmente, la Sala resolvió que la norma reclamada no
vulnera el principio de seguridad jurídica, en su vertiente de
confianza legítima, conforme al cual se tiene la expectativa
de que la actuación de la autoridad se encuentra ajustada al
marco regulatorio correspondiente y, por ende, en la
estabilidad de sus acciones. Ello es así, toda vez que no
existe un derecho constitucionalmente tutelado a la
compensación fiscal, por lo tanto, los contribuyentes no
pueden contar con la esperanza de que la regulación de la
compensación permaneciera indefinidamente hacia el
futuro, lo que, en el mejor de los casos, se trata solo de una
expectativa de derecho frente a la amplia facultad
constitucional del legislador de determinar si modifica las
disposiciones fiscales.

Amparo en revisión 791/2023. Ponente: Ministra Loretta Ortiz
Ahlf. Resuelto en sesión de 17 de abril de 2024, por
unanimidad de cuatro votos. Ausente. Ministro Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena.



Tesis TFJA
COMPROBANTES FISCALES. EL REQUISITO
PREVISTO POR LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 29-
A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, Y 50
DE SU REGLAMENTO, CONSISTENTE EN LA
OBLIGACIÓN DE SEÑALAR CANTIDAD, CLASE Y
DESCRIPCIÓN DETALLADA, ÚNICAMENTE ES
EXIGIBLE TRATÁNDOSE DE MERCANCÍAS
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2013). De conformidad
con el artículo 29-A, fracción V del Código Fiscal de
la Federación, los comprobantes fiscales deben de
cumplir, entre otros, con el requisito de especificar la
cantidad, unidad de medida y clase de bienes o
mercancías o descripción del servicio o del uso o
goce que amparen, mientras que el artículo 50 del
Reglamento del Código Fiscal, establece que para
efectos de dicho numeral, la mercancía deberá
describirse detalladamente considerando sus
características esenciales; por lo que de su
interpretación conjunta y literal, se puede advertir
que la obligación de señalar la cantidad, unidad de
medida, clase y descripción detallada de las
características esenciales de los bienes amparados
por el comprobante fiscal, únicamente es exigible
tratándose de bienes o mercancías, y no así cuando
se trate de servicios. Lo anterior, porque de la lectura
a la fracción V del artículo de referencia, se advierte
que al establecer los requisitos ahí enlistados, el
legislador los separó utilizando la conjunción
disyuntiva “o”, lo cual denota diferencia, separación o
alternativa entre dos o más hipótesis; por lo que, si
de conformidad con el principio de legalidad, la
actuación de la Administración se encuentra sujeta a
la ley, que establece y acota su margen de actuación,
resulta evidente que no puede entenderse que la
exigencia de especificar cantidad, unidad de medida
y clase, tenga el alcance de hacerse extensiva a los
servicios, cuando dicho artículo no lo requiere de
manera expresa; máxime que el artículo 50 del
Reglamento del Código Fiscal de la Federación, es
contundente al disponer que dicha descripción
detallada corresponde a mercancías.

IX-P-SS-333. R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 28.
Abril 2024. p. 78.

PARTICIPACIÓN DE LOS TRABAJADORES EN LAS
UTILIDADES EN MATERIA FISCAL. NO ESTÁ
CONDICIONADA A QUE LA AUTORIDAD
PREVIAMENTE A SU DETERMINACIÓN,
DEMUESTRE QUE EL CONTRIBUYENTE TENÍA
TRABAJADORES EN EL EJERCICIO REVISADO.- De
conformidad con los artículos 123, fracción IX, inciso
e), de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, 117, de la Ley Federal del Trabajo y 10,
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, los
trabajadores tendrán derecho a una participación en
las utilidades de las empresas, cuyo monto se
determina tomando como base la renta gravable
prevista en el artículo 10 de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, aplicando el porcentaje que
determine la Comisión Nacional para la
Participación de los Trabajadores en las Utilidades
de las Empresas. Luego entonces, la determinación
de la participación de los trabajadores en las
utilidades de las empresas, en materia fiscal, no está
condicionada a la demostración previa, por parte de
la autoridad fiscalizadora, que el contribuyente tenía
trabajadores en el ejercicio revisado, en razón de
que, si la autoridad derivado del ejercicio de una
facultad en comprobación fiscal, determina ingresos
acumulables omitidos o rechaza deducciones
respecto del impuesto sobre la renta, es indudable
que se modificará la base gravable de esa
contribución y por tanto, la liquidación del reparto
adicional de utilidades en una resolución en materia
fiscal, es una consecuencia derivada de la
modificación de dicha base gravable del impuesto
referido, de ahí que se sostenga que la
determinación de la participación de los
trabajadores en las utilidades no está supeditada a
que la autoridad demuestre previamente que el
contribuyente tenía trabajadores, pues dicha
determinación no es de carácter laboral, sino
exclusivamente fiscal y la autoridad únicamente
constata que el reparto sea correcto.

IX-P-1aS-157. R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 28.
Abril 2024. p. 439.



MATERIALIDAD DE LAS OPERACIONES 
REVISADAS POR LA AUTORIDAD FISCAL. LA 
FECHA DEL CONTRATO CELEBRADO CON UN 
PROVEEDOR NO ES RELEVANTE PARA 
ACREDITAR LA EXISTENCIA DEL SERVICIO 
PACTADO. - Con motivo del ejercicio de las 
facultades contenidas en las fracciones II y III del 
artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, al 
revisar la contabilidad del contribuyente la autoridad 
fiscal está en posibilidad de verificar la existencia 
material de las operaciones consignadas en la 
documentación exhibida en la fiscalización. En ese 
contexto, un contrato es un acuerdo de voluntades 
que crea o transmite derechos y obligaciones a las 
partes que lo suscriben, es un tipo de acto jurídico en 
el que intervienen dos o más personas y está 
destinado a crear derechos y generar obligaciones, y 
que versará sobre cualquier materia no prohibida, 
por lo que se puede afirmar que la simple realización 
de dicho acto jurídico no necesariamente implica 
que se ha llevado a cabo el objeto pactado, pues la 
realización del acto o servicio contratado implica que 
efectivamente se lleve a cabo el mismo, por lo que el 
objeto de ese acuerdo no se agota ni se cumple con 
la pura celebración del contrato en cuestión. Por 
tanto, la fecha que dicho acto jurídico ostente, de 
ninguna forma puede ser un elemento determinante 
a fin de probar que el fin u objeto del contrato se ha 
realizado. En consecuencia, ante el cuestionamiento 
por parte de la autoridad fiscal, respecto de la 
existencia de las operaciones que el contribuyente 
fiscalizado manifestó haber realizado, resulta 
irrelevante que sea cierta la fecha en que se realizó 
el mismo, pues el contrato solo podrá probar la 
celebración de ese convenio, mas no es idóneo para 
acreditar la existencia material del acto o servicio 
que ampara.

IX-P-2aS-316. R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 28. 
Abril 2024. p. 478.

OPERACIONES INEXISTENTES. RESULTA ILEGAL 
QUE LA AUTORIDAD CONSIDERE EL 
INCUMPLIMIENTO DE UN CONTRATO 
CELEBRADO POR EL CONTRIBUYENTE COMO 
MOTIVO PARA DETERMINAR QUE EL RECEPTOR 
DE LOS COMPROBANTES NO ACREDITÓ QUE 
EFECTIVAMENTE ADQUIRIÓ LOS BIENES O 
RECIBIÓ LOS SERVICIOS AMPARADOS EN LOS 
COMPROBANTES FISCALES.- De conformidad con 
el penúltimo párrafo del artículo 69-B del Código 
Fiscal de la Federación vigente hasta el 31 de 
diciembre de 2021, las personas físicas o morales 
que hayan dado cualquier efecto fiscal a los 
comprobantes fiscales expedidos por un 
contribuyente incluido en el listado a que se refiere el 
párrafo cuarto de ese artículo, contarán con treinta 
días siguientes al de la citada publicación del listado 
para acreditar ante la propia autoridad, que 
efectivamente adquirieron los bienes o recibieron los 
servicios que amparan los citados comprobantes 
fiscales. Ahora bien, si del análisis efectuado por la 
autoridad a los contratos celebrados por el 
contribuyente, respecto de las operaciones 
revisadas, concluye que éste incumplió con lo 
pactado en los mismos y, en consecuencia, 
determina que no acreditó haber adquirido los 
bienes o recibido los servicios amparados en los 
comprobantes fiscales, dicha motivación resulta 
ilegal. Lo anterior, toda vez que la autoridad fiscal no 
es una autoridad competente para determinar si 
existió un incumplimiento en los contratos en 
cuestión. Además, tomando en consideración que 
los contratos por sí mismos no resultan suficientes 
para demostrar la materialidad de los servicios 
pactados, entonces su incumplimiento tampoco 
basta para determinar que una operación resulta 
inexistente, pues en todo caso, las obligaciones 
contraídas en los mismos únicamente tienen efecto 
entre las partes que los suscribieron.

IX-CASR-9ME-2. R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 
28. Abril 2024. p. 510.



ACTO ADMINISTRATIVO EMITIDO EN
CUMPLIMIENTO A UNA SENTENCIA DE ESTE
TRIBUNAL. TRANSGREDE EL PRINCIPIO “NON
REFORMATIO IN PEIUS” SI PERJUDICA MÁS AL
DEMANDANTE QUE LA RESOLUCIÓN ANULADA.-
Si en la resolución emitida en cumplimiento a un
fallo dictado por este Tribunal, la autoridad
demandada incrementa el importe histórico de una
contribución que fue determinada originalmente en
una cantidad menor en la resolución declarada nula,
estará violentando el principio procesal “non
reformatio in peius” recogido en el artículo 57,
fracción I, inciso c), de la Ley Federal de
Procedimiento Contencioso Administrativo, el cual
dispone que el acto administrativo emitido por la
enjuiciada en cumplimiento no puede perjudicar
más al demandante que la resolución declarada
nula, salvo que dicho perjuicio tenga origen en
alguno de los supuestos ahí previstos, esto es,
cuando se trate de juicios promovidos contra
resoluciones que determinen obligaciones de pago,
las cuales aumenten por actualización dado el
transcurso del tiempo, con motivo de los cambios
de precios en el país o por alguna tasa de interés o
recargos.

IX-P-2aS-323. R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No.
28. Abril 2024. p. 497.



Tesis PJF
PARTICIPACIÓN DE LOS TRABAJADORES EN LAS 
UTILIDADES DE LAS EMPRESAS. LA NEGATIVA DE 
LAS CONTRIBUYENTES ANTE LA AUTORIDAD 
FISCAL DE CONTAR CON TRABAJADORES NO 
INCIDE EN SU DETERMINACIÓN. 

Hechos: Una persona moral promovió juicio 
contencioso administrativo contra la resolución 
determinante de un crédito fiscal, en la que se 
calculó un reparto adicional a los trabajadores de las 
utilidades de la empresa. El Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa declaró infundados los 
argumentos de la actora, relativos a que en el 
periodo revisado no tenía la calidad de patrón.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito 
establece que la negativa de las contribuyentes de 
contar con trabajadores no incide en la 
determinación de la participación de los trabajadores 
en las utilidades de las empresas.

Justificación: La determinación de un reparto 
adicional en las utilidades de las empresas tiene 
como finalidad garantizar el pago de dicha 
prestación en favor de los trabajadores, como un 
derecho reconocido en el artículo 123, apartado A, 
fracción IX, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. En esa medida, es irrelevante que 
los sujetos obligados aduzcan que no tienen 
trabajadores, pues el cálculo y determinación de la 
participación de los trabajadores en las utilidades de 
las empresas se realiza de manera abstracta, con 
base en la información contable que obra en los 
archivos de la autoridad fiscal, ya sea que la 
proporcione el propio contribuyente o se recabe de 
terceros. Además, no es competencia de la 
autoridad hacendaria ni del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa resolver con calidad de cosa 
juzgada la existencia de una relación laboral, pues 
ello compete en exclusiva a los órganos 
jurisdiccionales especializados en materia del 
trabajo.
Registro digital: 2028549, Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito, Undécima Época, Materia(s): 
Administrativa, Tesis: I.21o.A.5 A (11a.), Tipo: Aislada.

DEDUCCIÓN DE PAGOS A PARTES 
RELACIONADAS O A TRAVÉS DE ACUERDOS 
ESTRUCTURADOS QUE RECAIGAN EN 
REGÍMENES FISCALES PREFERENTES. LA 
LIMITACIÓN PREVISTA EN LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA RESPETA LOS PRINCIPIOS DE 
SEGURIDAD JURÍDICA Y LEGALIDAD TRIBUTARIA. 

Hechos: Una persona jurídica, integrante de un grupo 
multinacional, promovió un juicio de amparo 
indirecto en contra del artículo 28, fracción XXIII, de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, que establece 
que no serán deducibles los pagos realizados a 
partes relacionadas o a través de un acuerdo 
estructurado, cuando los ingresos de su contraparte 
estén sujetos a regímenes fiscales preferentes. La 
empresa planteó, entre otras cuestiones, que el 
contenido de la norma le causa inseguridad jurídica 
y afecta el principio de legalidad al habilitar al 
Servicio de Administración Tributaria que emita las 
reglas para la modulación de la restricción. El 
Juzgado de Distrito decretó el sobreseimiento 
porque consideró que la empresa no demostró 
ubicarse en los supuestos de la norma. Un Tribunal 
Colegiado de Circuito revocó el sobreseimiento y 
remitió el asunto a esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.

Criterio jurídico: El artículo 28, fracción XXIII, de la 
Ley del Impuesto sobre la Renta, al limitar la 
deducción de pagos a partes relacionadas o a través 
de acuerdos estructurados que recaigan en 
regímenes fiscales preferentes, respeta los 
principios de seguridad jurídica y legalidad tributaria 
porque permite a las personas contribuyentes saber 
a qué atenerse con su contenido normativo y es 
permisible que los aspectos secundarios del 
funcionamiento de la norma se contengan en 
disposiciones de menor jerarquía.



Justificación: El precepto reclamado señala con
claridad cuándo son deducibles los pagos
efectuados a partes relacionadas sujetas a
regímenes fiscales preferentes, sin que sea
indispensable que se definan todas las palabras o
conceptos (como lo es, lo que debe entenderse por
actividad empresarial, contar con personal y activos
necesarios), ya que la lectura integral del precepto
permite a las personas contribuyentes saber a qué
atenerse con el contenido de la norma.

Además, el principio de legalidad tributaria tiene su
núcleo en que los elementos esenciales de la
contribución se contengan en la ley y permite que
elementos secundarios puedan regularse en
disposiciones de menor jerarquía, como las reglas de
carácter general que expida el Servicio de
Administración Tributaria; por lo que el hecho de que
en el precepto reclamado se incluya la cláusula
habilitante para que tal dependencia expida las
reglas para normar aspectos secundarios de la
deducción, respeta el principio de legalidad tributaria
y no causa inseguridad jurídica que en una
disposición reglamentaria se dispongan los
pormenores para la operación de la norma.

Registro digital: 2028522, Instancia: Primera Sala,
Undécima Época, Materia(s): Administrativa,
Constitucional, Tesis: 1a./J. 58/2024 (11a.), Tipo:
Jurisprudencia.

SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE
JUSTICIA ADMINISTRATIVA. CUANDO DECLARAN
LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA,
DEBEN ANALIZAR EL FONDO DE LAS
PRETENSIONES DE LA PERSONA ACTORA, SI SE
CUENTA CON LOS ELEMENTOS SUFICIENTES
PARA ELLO.

Hechos: En la sentencia del juicio contencioso
administrativo se declaró la nulidad de la resolución
impugnada para que la autoridad repusiera el
procedimiento y emitiera una nueva en la que se
pronunciara respecto de las manifestaciones
vertidas por la persona actora, valorara las pruebas
que ofreció y resolviera conforme a derecho, sin
analizarse la pretensión de fondo.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito
determina que, conforme al modelo de plena
jurisdicción, las sentencias del Tribunal Federal de
Justicia Administrativa que declaren la nulidad de la
resolución impugnada deben analizar el fondo de las
pretensiones de la persona actora, si se cuenta con
los elementos suficientes para ello.

Justificación: El artículo 50 de la Ley Federal de
Procedimiento Contencioso Administrativo
establece que las sentencias del referido tribunal se
fundarán en derecho y resolverán sobre la
pretensión de la persona actora que se deduzca de
su demanda, en relación con una resolución
impugnada y que tratándose de las que resuelvan
sobre la legalidad de la resolución dictada en un
recurso administrativo, si se cuenta con elementos
suficientes para ello, se pronunciará sobre la
legalidad de la resolución recurrida en la parte que
no satisfizo el interés jurídico del demandante. En
ese contexto, al tener plena jurisdicción, una vez
declarada la nulidad de la resolución impugnada,
dicho órgano debe resolver las cuestiones
relacionadas con la reparación del derecho subjetivo
de la persona actora que estimó lesionado en virtud
del acto administrativo controvertido, siempre y
cuando ésta acredite que cuenta con él, porque
allegó los elementos probatorios suficientes que
revelan su existencia, a fin de procurar la pronta y
completa resolución de lo solicitado en la instancia
de origen, y no tener que esperar a que la autoridad
administrativa se pronuncie nuevamente, con el
consecuente retraso en la solución final del asunto.

Registro digital: 2028752, Instancia: Tribunales
Colegiados de Circuito, Undécima Época, Materia(s):
Administrativa, Tesis: XXIII.2o.19 A (11a.), Fuente:
Semanario Judicial de la Federación, Tipo: Aislada.



COMPENSACIÓN PREVISTA EN LOS PÁRRAFOS
SEXTO A DÉCIMO OCTAVO DEL ARTÍCULO 23 DEL
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LOS
CONTRIBUYENTES SUJETOS A UNA REVISIÓN DE
GABINETE O A UNA VISITA DOMICILIARIA NO SON
COMPARABLES CON QUIENES NO SON OBJETO
DE DICHAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN,
PARA EFECTOS DE UN ANÁLISIS DE IGUALDAD.

Hechos: El doce de noviembre de dos mil veintiuno,
se publicó en el Diario Oficial de la Federación un
Decreto por virtud del cual se adicionaron diversos
párrafos al artículo 23 del Código Fiscal de la
Federación, a fin de permitir que los contribuyentes
sujetos a revisiones de gabinete o visitas
domiciliarias puedan optar por corregir su situación
fiscal a través de compensar las cantidades que
tengan derecho a recibir de las autoridades
hacendarias por cualquier concepto en términos de
lo dispuesto por el artículo 22 de ese mismo
ordenamiento, contra las contribuciones omitidas y
sus accesorios, bajo determinados requisitos. Una
persona moral promovió juicio de amparo indirecto
en el cual reclamó el artículo 23 referido por
considerar que vulneraba el derecho de igualdad, al
no permitir la compensación fiscal en los mismos
términos a los contribuyentes que no están sujetos a
las facultades de comprobación mencionadas. En
primera instancia se sobreseyó en el juicio y, en
revisión, el tribunal colegiado revocó dicho
sobreseimiento, reservando jurisdicción a la
Suprema Corte para conocer sobre la
constitucionalidad del precepto reclamado.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación determina que los
contribuyentes sujetos a una revisión de gabinete o a
una visita domiciliaria no son comparables con
quienes no son objeto de dichas facultades de
comprobación. De ahí que los párrafos sexto a
décimo octavo del artículo 23 del Código Fiscal de la
Federación no pueden ser objeto de un análisis de
igualdad cuando se propone ese parámetro no
idóneo de comparación.

Justificación: Este Tribunal Constitucional ha sido
enfático en señalar que el análisis de igualdad ante
la ley presupone que la parte quejosa brinde un
punto de comparación idóneo, es decir, un
parámetro que permita medir a las personas entre
las cuales se afirma existe un trato desigual debido
a que este derecho humano tiene carácter
instrumental y siempre se predica respecto de algo.
En este sentido, los contribuyentes sujetos a una
revisión de gabinete o a una visita domiciliaria no se
encuentran en una misma situación jurídica frente a
aquellas personas que no están siendo fiscalizadas.
En efecto, mientras los primeros soportan un acto
de molestia de la autoridad fiscal que implica un
procedimiento que debe cumplir con las directrices
de los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, al
estar de por medio sus papeles, posesiones e
inclusive la inviolabilidad de sus domicilios; los
segundos, es decir, quienes no están sujetos al
ejercicio de esas facultades de comprobación, no
resienten el despliegue de un acto de molestia ni se
encuentran frente a un procedimiento fiscalizador
que incida en su esfera de derechos. De este modo,
resulta irrelevante el hecho de que hayan realizado
un pago de lo indebido o tengan saldo a favor
susceptible de compensar contra las contribuciones
omitidas y sus accesorios, pues podrán solicitar
dicha compensación conforme a las reglas
aplicables a la situación que en ese momento las
rige. Por tanto, resulta inoperante el argumento que
tenga como base ese parámetro de comparación, al
no resultar idóneo para desplegar un juicio de
igualdad respecto de los párrafos sexto a décimo
octavo del artículo 23 del Código Fiscal de la
Federación, publicado el doce de noviembre de dos
mil veintiuno en el Diario Oficial de la Federación.

Registro digital: 2028612, Instancia: Primera Sala,
Undécima Época, Materia(s): Administrativa, Tesis:
1a./J. 75/2024 (11a.), Fuente: Semanario Judicial de
la Federación, Tipo: Jurisprudencia.



Publicaciones DOF
El 1° de mayo de 2024, se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el “DECRETO que otorga
el subsidio para el empleo”.

• El subsidio para el empleo es un beneficio
fiscal diseñado para apoyar a los trabajadores
remunerados con bajos ingresos, para reducir
el impacto del impuesto sobre la renta en su
economía

• El incremento progresivo en los salarios y el
salario mínimo ha provocado que el subsidio
para el empleo pierda efectividad como
mecanismo de apoyo fiscal al ingreso de los
trabajadores, lo que ha llevado a que aquellos
que antes se beneficiaban con el subsidio para
el empleo, ahora enfrenten una mayor carga
tributaria. En tal virtud, se considera necesario
modernizar y adaptar el mecanismo fiscal del
subsidio para el empleo vigente en cuanto al
cálculo del impuesto sobre la renta, con el fin
de proteger el ingreso disponible de los
trabajadores con menores ingresos.

• El subsidio para el empleo será otorgado a los
trabajadores a que se refiere el artículo 94,
primer párrafo, fracción I, de la Ley del
Impuesto sobre la Renta, cuyos ingresos
mensuales que sirvan de base para calcular el
impuesto sobre la renta correspondiente al
mes de calendario de que se trate, no excedan
de $9,081.00 (nueve mil ochenta y un pesos
00/100 M.N.), excepto los percibidos por
concepto de primas de antigüedad, retiro e
indemnizaciones u otros pagos por
separación, hasta por la cantidad que resulte
de multiplicar el valor mensual de la Unidad de
Medida y Actualización por 11.82%. Dicho
subsidio para el empleo se aplicará contra el
impuesto sobre la renta correspondiente al
mes de calendario de que se trate y que resulte
a cargo de los referidos trabajadores, en
términos del artículo 96 de la misma ley.

• El subsidio no se considerará como ingreso
acumulable ni formará parte del cálculo de la
base gravable de cualquier otra contribución
por no tratarse de una remuneración al trabajo
personal subordinado.



Este documento es con fines de divulgación y de carácter informativo, de ninguna manera debe considerarse como una 
asesoría profesional, ni ser fuente para la toma de decisiones. En caso de tomarse decisiones sobre estos temas, deberán 
consultarse las disposiciones fiscales y legales que resulten aplicables, así como contar con el apoyo u opinión de un 
profesionista calificado.
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